
      
 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE FUSAGASUGÁ 

Siete (07) de marzo de dos mil veinticuatro (2024). 
 
 

 

REFERENCIA: EJECUTIVO DE LAS DISPOSICIONES ESPECIALES 
PARA LA EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA REAL  
RADICADO No. 25-291-31-03-002-2021- 00066-00 

 

 

 
Las presentes diligencias, se encuentran al Despacho, a objeto de 
preparar la correspondiente audiencia de que trata el artículo 373 del 
C.G.P., en armonía con lo dispuesto en el artículo 443 numeral 2º 
ibídem, señalada mediante auto de calenda 28 de septiembre de 2023, 
debidamente notificado y ejecutoriado a las partes en litigio, para el 

próximo día 12 de marzo de la anualidad que avanza. 
 
Sin embargo, a lo anterior, y ahora, oteando el plenario digital, se 
advierte que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3º del 
artículo 278 ejusdem, se hace necesario proferir sentencia anticipada, 
dado que la parte ejecutada, a través de apoderado judicial y dentro 

del término para ello, formuló medios exceptivos de mérito, tendientes 
a enervar la pretensión principal solicitada por la parte ejecutante, y 
atendiendo que la misma, con la prueba documental arrimada y lo 
discurrido al interior del expediente digital, posibilita este actuar. 
 
En efecto, la mentada disposición señala que: “En cualquier estado del 

proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en 
los siguientes eventos: 1. (…) 3. Cuando encuentre probada la cosa 
juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la 
carencia de legitimación en la causa.”. (destacado propio).  
 

Ahora bien, la jurisprudencia actual, frente a esta figura jurídica de la 
sentencia anticipada, tiene decantado que: 

 
“En resumen, la sentencia anticipada ha de ser escrita en unos casos y 
oral en otros, según el momento en que el juez advierta que es viable su 
proferimiento. Será del primer modo cuando se emita antes de la 

audiencia inicial, y del segundo, esto es, oral, cuando el convencimiento 
aflore en el desarrollo de alguna de las sesiones previstas en los 
artículos 372 y 372 del C.G.P. 
 
De esta manera cuando el fallo se emite en forma escrita no es forzoso 
garantizar la oportunidad para las alegaciones finales dada la 

ausencia de práctica probatoria, porque aquellas son una crítica de 
parte acerca del despliegue demostrativo, de suerte que si éste no se 
llevó a cabo no hay sobre qué realizar las sustentaciones conclusivas, 
teniendo en cuenta que las posturas de los contendientes están 
plasmadas en sus respectivas intervenciones anteriores (demanda y 



réplica). “. Esto para hacer referencia a la sentencia de tutela de fecha 

27 de abril de 2020, M.P. Dr. OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE, 

dentro del radicado No. 47001 22 13 000 2020 00006 01.   
 
Lo anterior, se explica de la siguiente manera:  
 

ANTECEDENTES: 

 
 
El señor CARLOS EVELIO SALAZAR VILLA, obrando a través de 
apoderado judicial, impetró demanda ejecutiva para la efectividad de 
la garantía real o hipotecaria, en contra de los señores JULIAN 
HUMBERTO CASAS GARCÍA y JOVITA MORENO DE CASAS, la que 

por virtud del reparto pertinente correspondió a este estrado judicial, 
y en donde solicitó, en síntesis, a título de pretensiones las siguientes:  

 
1º. Que se libre en su favor mandamiento ejecutivo, y a cargo de los 
demandados, por las siguientes sumas de dinero: 
 

-DOSCIENTOS CINCUENTA MILLONES DE PESOS MCTE. 
($250.000.000,oo), como capital y que el señor LUIS EDUARDO 
OLIVEROS LIS le adeuda, como consecuencia de un contrato de 
mutuo con intereses y cuya obligación se encuentra incorporada en 
una letra de cambio, girada el día 31 de enero de 2018 en esta ciudad 
de Fusagasugá, con fecha de vencimiento el día 31 de enero de 2019, 

obligación garantizada como consta en la escritura pública número 91 
del 27 de enero de 2018 e la Notaría Primera de esta ciudad.  
 

-Por la suma de diez millones de pesos mcte. ($10.000.000,oo), como 
saldo de intereses corrientes, liquidados a la tasa del 2% mensual, del 
periodo comprendido entre el 1 de diciembre e 2018 al 31 de enero de 

2019. 
 
-Por la suma que resulte de liquidar los intereses de mora a la tasa 
máxima legal permitida por la ley desde el 31 de enero de 2019 hasta 
que se verifique el pago total de las obligaciones.  
 

-Por las costas y gastos del proceso que se liquiden conforme a la ley. 
 
-Que, simultáneamente con el mandamiento de pago, se decrete el 
embargo y secuestro del bien inmueble dado en garantía hipotecaria 

por parte del señor LUIS EDUARDO OLIVARES LIS, consistente en el 
bien distinguido como unidad de vivienda número nueve (9) que hace 

parte del condominio campestre Montebello III, ubicado en la vereda 
La Venta jurisdicción del municipio de Fusagasugá, sometido al 
régimen de propiedad horizontal conforme a la escritura pública 
número 2.176 del 27 de julio de 2016 de la notaría primera de esta 
ciudad, registrada en el folio de matrícula inmobiliaria No. 157-
135870. Cuyos linderos aparecen en la escritura pública No. 91 antes 

referida donde se constituyó la hipoteca. 
 
-Que una vez practicada la medida anterior, se dicte sentencia que 
disponga el avalúo y remate del bien inmueble para obtener el pago de 
las anteriores obligaciones. 
 



Como hechos sostén de tales aspiraciones adujo en síntesis lo 

siguiente:  

 
1º. Que el señor OLIVARES LIS constituyó a través de la escritura 
pública No. 91 hipoteca de primer grado, sobre el bien antes 
mencionado, en favor del acreedor hipotecario, para garantizar 
cualquier obligación que el hipotecante tenga o llegare a tener para 

con el acreedor hipotecario, por préstamos, capital, intereses, gastos 
judiciales y/o extrajudiciales, honorarios o por cualquier otra causa, 
o título para con el acreedor hipotecario; siendo registrada dicha 
escritura pública, el día 30 de enero de 2018 en el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 157-135870 en la anotación No. 03. 
 

2º. Que, el señor OLIVARES LIS una vez registrada dicha garantía 
hipotecaria, recibió el día 31 de enero e 2018 la suma de 

$250.000.000,oo en calidad e mutuo con intereses, de parte del señor 
CARLOS EVELIO SALAZAR VILLA, quien actúa como acreedor tal y 
como obra en la letra de cambio girada el día 31 de enero de 2018, 
suscrita por el señor LUIS EDUARDO OLIVARES LIS como 

ACEPTANTE, y con fecha de vencimiento del día 31 de enero de 2019 
como así se aceptó.  
 
3º. Que, el señor LUIS EDUARDO OLIVARES LIS transfirió los 
derechos de propiedad del bien inmueble a los señores JULIAN 
HUMBERTO CASAS GARCÍA y JOVITA MORENO DE CASAS, a través 

de la escritura pública No. 2.632 del 7 de septiembre de 2018 de la 
notaría primera de esta ciudad, la cual fue registrada el día 24 de 
septiembre de 2018, en la anotación 024 del citado olio de matrícula 

inmobiliaria No. 157-135870, por lo tanto los citados señores figuran 
como actuales propietarios del bien dado en garantía y por ello 
demandados en este asunto.  

 
4º.  Que, los documentos aportados contienen unas obligaciones 
claras, expresas y exigibles a cargo de los demandados, los cuales 
prestan mérito ejecutivo. 
 
Como medios probatorios, fueron arrimados por esta parte ejecutante 

los siguientes:  
 
-Letra de cambio por valor de $250.000.000,oo 
-Escritura pública No. 91 del 27 de enero de 2018 de la notaría 

primera de Fusagasugá. 
-Folio de matrícula inmobiliaria No. 157-135870 

-Certificaciones de la Superfinanciera sobre la tabla de los intereses 
-Poder para actuar. 
 

DEL DEVENIR PROCESAL: 

 
 
Por auto calendado 5 de abril de 2021, este estrado judicial, libró el 

correspondiente mandamiento ejecutivo de pago, en favor del 
ejecutante señor SALAZAR VILLA y a cargo de los demandados JULIAN 
HUMBERTO CASAS GARCÍA y JOVITA MORENO DE CASAS, por los 
valores pedidos en el libelo de la demanda, y además dispuso: i) la 
notificación a los demandados, ii) el decreto de la medida cautelar de 

embargo, ii) información a l DIAN para lo de su competencia y 



pertinencia, y finalmente se le reconoció personaría para actuar al 

apoderado judicial del ejecutante, en la forma y términos del memorial 

poder conferido. 
 
Sobre la medida cautelar de embargo, la misma fue debidamente 
materializada, por la ORIP de esta ciudad, según da cuenta la 
anotación No. 5 del folio de matrícula inmobiliaria No. 157-135870, 

conforme al PDF No. 007 del presente expediente digital; suficiente 
aún para dictar sentencia, en los términos de lo consagrado en el 
artículo 468 numeral 3º del C.G.P., respectivamente. 
 
Ahora bien, los aquí demandados en su calidad de propietarios 
últimos, del bien inmueble dado en garantía hipotecaria, han 

comparecido al presente plenario a través de apoderado judicial, 
ejercitando su derecho de defensa y de contradicción, así: 

 
En primer lugar y frente a las pretensiones de la demanda, han 
manifestado una rotunda oposición a la declaratoria de las mismas. 
Frente a los hechos de la demanda, algunos los dan por ciertos 

parcialmente, y a más de narrar una serie de hechos en lo que tienen 
que ver con: i) las negociaciones que ellos hicieron con el señor LUIS 
EDUARDO OLIVAROS LIS primeramente respecto de una promesa de 
compraventa para el año 2013, pasando por la venta efectiva a través 
del título escriturario número 2632 del 7 de septiembre de 2018 por 
la cual el bien se radicó en cabeza de ellos, cuestionan incluso la 

negociación de la hipoteca objeto de esta acción, lindando con hechos 
que según ellos rayan con aspectos de índole penal, formulan los 
medios exceptivos de mérito que tienden a enervar las pretensiones 

coercitivas del actor y cuales son: PRESCRIPCIÓN, OBJETO Y 
CAUSAS ILÍCITAS y MALA FE Y TEMERIDAD DEL DEMANDANTE, las 
cuales sustentan y presentan pruebas al respecto, tal y como lo 

enseñan los PDFS números 012 y 013 del presente expediente digital. 
 
Lo anterior, no sin antes indicar que, de el ejercicio de ese derecho de 
contradicción, formularon una reposición a la orden de pago, la cual 
fue decidida negativamente a sus intereses, por este estrado judicial 
en proveído calendado 16 de agosto de 2023 (PDF 017), y en decisión 

separada, del 16 de agosto de la misma anualidad (PDF 018), se dio 
traslado a la parte ejecutante de tales medios exceptivos (art. 443), y 
que, según constancia secretarial (PDF 019), venció en silencio, ante 
ningún pronunciamiento que sobre tales exceptivas hiciera la parte 

actora o ejecutante. 
 

Posteriormente en auto de fecha 28 de septiembre de 2023 (PDF 020), 
se señaló fecha y hora para llevar a cabo la audiencia del artículo 372 
y 373 en armonía con el artículo 443 del C.G.P., dada –se repite- la 
formulación de excepciones de mérito por parte de los ejecutados. 
 
 

CONSIDERACIONES: 

 

 

PRESUPUESTOS PROCESALES: 

 
De Juez competente, demanda en forma, capacidad para ser parte y 

capacidad procesal, se reúnen y cumplen a cabalidad. 



 

No se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, todo lo 

decidido hasta ahora en este asunto, se ha realizado por fuera de 
audiencia, y las decisiones han sido sometidas al escrutinio de las 
partes en litigio, dado que como se observa, las mismas han sido 
debidamente notificadas a través de los medios que están diseñados 
para ello, es decir, conforme a la virtualidad hoy reinante en la 

administración de justicia, a través de los estados electrónicos; y, 
cuando han sido formulados reparos a tales decisiones, pues también 
se han resuelto por la misma vía, según lo deja ver el expediente digital 
debidamente conformado y que ha estado a disposición de las partes 
en litigio, en las oportunidades debidas.   
 

 

PREMISA NORMATIVA 

 

Art. 422 C.G.P. 

Título ejecutivo. “Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en 

documentos que provengan del deudor o de su causante, y 
constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 
sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias 
que en procesos de policía aprueben liquidación de costas o 
señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás 

documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de 
un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en 
el interrogatorio previsto en el artículo 184.”. 

 
Con base en la anterior disposición, es necesario puntualizar que no 
toda obligación puede exigirse por la vía ejecutiva, sino únicamente 

las que sean claras, expresas, exigibles y consten en un documento 
que constituya plena prueba contra el deudor. 
 
Al librar mandamiento de pago, se constató la existencia de los 
requisitos legales de los documentos allegados como base de la 
demanda ejecutiva, por parte del inicial juez del conocimiento.  

 
La situación se mantiene igual, en tanto los referidos y que componen 
el título ejecutivo (mutuo con intereses), contienen los presupuestos 
para librar orden de pago, como en efecto se hizo. Lo anterior, por 

cuanto los presentados como lo son: i) la letra de cambio por valor de 
$250.000.000,oo, girada el día 31 de enero de 2018 en esta ciudad de 

Fusagasugá, con fecha de vencimiento el día 31 de enero de 2019, 
obligación garantizada como consta en la escritura pública número 91 
del 27 de enero de 2018 de la Notaría Primera de esta ciudad, 
contentiva de la hipoteca abierta de primer grado de cuantía 
indeterminada, pero que sin embargo, aparece con un valor de 
$20.000.000,oo, la cual aparece debidamente registrada en la 

anotación No. 03 del folio de matrícula inmobiliaria No. 157-135870 
de la ORIP de Fusagasugá, y en la cual el señor OLIVARES LIS dio en 
garantía el inmueble que ostentan los acá ejecutados, en favor del 
ejecutante señor CARLOS EVELIO SALAZAR VILLA, y  traída al 
asunto, goza de la atestación notarial de ser primera copia tomada de 
su original y presta mérito ejecutivo.   

 



Como quiera que la parte aquí ejecutada, no cuestionó en su debida 

oportunidad los requisitos formales de tales documentos, repito base 

del recaudo ejecutivo, tales defectos formales no pueden ahora ser ni 
reconocidos ni ser declarados en esta oportunidad, por expresa 
disposición del artículo 430 del C. G. del P., que en su parte pertinente 
dice:  
 

Art. 430 C.G.P.  
 

Inciso segundo:  
 
“…Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán 
discutirse mediante recurso de reposición contra el mandamiento 

ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos 
del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. 
En consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no 
podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en 
el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el 
caso…”.     

 
Sin embargo, y teniendo en cuenta que parte de la jurisprudencia y 
doctrina patrias aducen, que puede el Juez volver los a revisar los 
documentos base del recaudo, pues oteando los mismos, el primero 
de ellos, contiene una obligación clara, expresa y actualmente exigible, 
a más de reunir los requisitos que la ley comercial colombiana señala 

en los articulados 619, 621, 622, 709 a 711 en lo pertinente. El 
segundo, vale decir la escritura pública contentiva del gravamen 
hipotecario, también reúne a cabalidad las disposiciones contenidas 

en los artículos 2432, 2434, 2438, 2455 y 2456 del Código civil 
colombiano; garantía hipotecaria entre otras cosas de cuantía 
indeterminada, pero en todo caso, atestando que el valor de la hipoteca 

lo es por la suma de $20.000.000,oo, para garantizar además del 
crédito de la letra de cambio, cualquier otra obligación que por 
cualquier motivo llegare a contraer el señor OLIVARES LIS para con el 
aquí ejecutante señor SALAZAR VILLA, pero en todo caso, con alcance 
de amparar por parte de la persona hipotecante cualquier obligación 
a su cargo para el citado ejecutante.  

 
Ahora bien, son los aquí demandados señores JULIAN HUMBERTO 
CASAS GARCÍA y JOVITA MORENO DE CASAS quienes figuran como 
actuales propietarios inscritos del bien inmueble dado en garantía 

hipotecaria, por parte de LUIS OLIVARES LIS al señor CALOS EVELIO 
SALAZAR VILLA, razón por la cual la acción presente éste la enfiló 

contra aquellos, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso tercero 
del numeral 1º del artículo 468 procesal general que señala que: “La 
demanda deberá dirigirse contra el actual propietario del inmueble, la 
nave o la aeronave materia de la hipoteca o prenda.”.   (líneas propias).      

 

DEL CASO EN CONCRETO: 

 

 
Ahora bien, la parte ejecutada, enfiló su defensa con las exceptivas 
que denominó como: PRESCRIPCION, OBJETO Y CAUSAS ILÍCITAS 
y, MALA FE Y TEMERIDAD DEL DEMANDANTE, las cuales merecen 

desde luego, estudiarse en su orden así:  

 



Respecto de la primera de ellas, valga decir la de prescripción, advierte 

que:  

 
“En el presente caso tenemos: 

➢ Que el supuesto título valor Letra de Cambio se suscribió el día 31de 

enero de 2018. 

➢ Que la supuesta obligación contenida en la letra de cambio, se hizo 

exigible el 31 de enero de 2019, por lo tanto, los tres años se cumplieron 

el 31 de enero de 2022. 

➢ Que el mandamiento de pago se libró el 5 de abril de 2021, auto que 

fue notificado en estado del 6 de abril de 2021. 

➢ Que no se logró de parte del demandante interrumpir la prescripción 

de la acción cambiaria, conforme al artículo 94, pues la notificación del 
mandamiento de pago solo ocurrió hasta el día 18 de abril de 2023, es 
decir, 24 meses 12 días después del mandamiento de pago. 

 
Ahora, pese a que la parte actora manifiesta que el señor OLIVARES 
LIS, canceló intereses hasta el mes de noviembre de 2018, no se allegó 
prueba de tal pago, aunque resulta irrelevante, pues en el hipotético 
caso de tener por cierto tal hecho, es irrelevante pues tampoco 
interrumpió la prescripción, pues los mismos supuestos abonos fueron 

efectuados incluso antes del vencimiento de la letra, esto es, antes del 
31 de enero de 2019. 
 
Tenemos entonces que la “prescripción de la acción cambiaria” se 
extingue por inactividad del tenedor en virtud de la figura de la 
prescripción establecida en el artículo 789 del Código de Comercio, el 

cual señala: “La acción cambiaria directa prescribe en tres años a partir 
del día del vencimiento”. 
 
Entonces, desde el 6 de abril del año 2021 (fecha de notificación por 
estado al demandante del mandamiento de pago) al 18 de abril de 
2023, se ha superado el término de un año exigido en el artículo 94 del 

C.G.P., para que con la presentación de la demanda se interrumpa el 
término para la prescripción, pues la parte demandante dejó transcurrir 
un término aproximado de 24 meses 12 días, desbordando así el 
máximo establecido de un año, para lograr interrumpir el término de la 
prescripción de la acción cambiaria, la que para el caso en estudio se 
consumó el 31 de enero del año 2022, fecha para la cual aún no se 

había notificado el mandamiento de pago a la parte ejecutada, pues 
recuérdese que dicho acto procesal no ocurrió sino hasta el día 18 de 
abril de 2023, (más de 2 años después) y el ejercicio de la acción 
cambiaria debe efectuarse dentro del tiempo consagrado en la ley, de 
lo contrario se extingue por inactividad del tenedor en virtud de la figura 
de la prescripción establecida en el artículo 789 del Código de Comercio, 

el cual señala: “La acción cambiaria directa prescribe en tres años a 
partir del día del vencimiento”. 
  
En ese orden de ideas, al producirse el fenómeno de la prescripción 
cambiaria el legítimo tenedor del título no puede ejercer los derechos y 
acciones contenidos en dicho título, razón por la cual no puede obtener 

la satisfacción de la obligación en él contenido, más aún cuando a voces 
del artículo 882 del Código de Comercio “si el acreedor deja caducar o 
prescribir el instrumento, la obligación originaria o fundamental se 
extinguirá asimismo” 
 



Además, como quiera que la hipoteca es un contrato accesorio y sigue 

la suerte de la obligación principal, la hipoteca se extingue cuando se 
extingue esta última. Ello conforme al artículo 2537 del Código Civil. Por 
lo anterior señor Juez le ruego se tenga por probada la presente 
excepción y se dicte sentencia de manera anticipada, según el numeral 
3° del artículo 278 del C.G.P. y ordenar el desembargo de los bienes 
perseguidos.”. 

 
A este medio exceptivo, nada replicó la parte ejecutante.  
 
Para resolver este medio exceptivo, indudablemente debe echarse 
mano a lo que pregonan las normas tanto civiles como comerciales, y 
de lo que obra en el plenario digital, para determinar si en efecto le 

asiste la razón al excepcionante o no.  
 

Debe recordarse que, la acción cambiaria que nace, entre otras 
razones, por la falta de pago o el pago parcial (art. 780 del C. Co.), es 
directa cuando se ejercita con el aceptante de una orden o el otorgante 
de una promesa o sus avalistas (art. 781 ibi.), caso en el cual prescribe 

en tres años a partir del vencimiento de la obligación (art. 789).  
 
Se trata de una excepción entonces de carácter extintiva (art. 2535 del 
C. Civil), que está sujeta a la interrupción ora natural ora civil (art. 
2539 ibi.), lo último, cuando se promueve una demanda, como ha 
ocurrido en este preciso evento. 

 
Empero tales normas sustantivas, como lo ha pregonado la 
jurisprudencia de manera pacífica y constante, deben concatenarse 

con el artículo 94 del C.G.P., pues unas y otra se complementan, en 
cuanto es patente que la interrupción que se logra con la sola 
introducción del libelo inicial, sería ineficaz si no se cumplen también 

las exigencias de la norma adjetiva la cual manda que: i) se presente 
la demanda en tiempo, esto es, antes de que se produzca la 
prescripción; ii) que se notifique el auto admisorio o en su defecto la 
orden de pago al demandante por estado; y iii) que a partir de allí, se 
entere al demandado de ese proveído dentro del año siguiente a aquél 
acto.  

 
De otra parte, hay que indicar que, tal y como la jurisprudencia lo ha 
sostenido, siendo de meridiana claridad, la interpretación objetiva que 
de la interrupción civil por la presentación de la demanda, se hacía, a 

la luz del artículo 90 del derogado código de procedimiento civil, cedió 
paso a una intelección mucho más garantista, en la que se 

propugnaba por establecer si el vencimiento de los términos que esa 
norma señalaba, particularmente el del año, eran producto de la 
desidia del demandante, porque de no serlo, era inaceptable atribuirle 
cargas imposibles de cumplir para él. Lo que se castigaba, entonces, 
era la fala de diligencia en la notificación, pero no las vicisitudes que 
estuvieran fuera de su alcance. Así lo dejan en evidencia las 
providencias de la Corte Constitucional ((T-741-05; T-281-15), y de la 

Sala de Casación Civil de la Corte (STC1688 y STC8814 de 2005 para 
citar solo unas), de aquélla época. 
 
Tal visión se conserva por estos días, ya en vigencia del artículo 94 del 
C.G.P. Aunque en sede constitucional, que sirve como criterio auxiliar, 

la Sala de Casación Civil en providencia del año 2020, (sentencia del 



13 de junio de 2020, rad. 2020-01290-00 Mag. Pon, Dr. FRANCISCO 

TERNERA BARRIOS) señalo que:  

 
“Ciertamente, de dicho estudio deviene diáfano que se aplicó la sub 
regla perfilada por esta Corporación en torno a la interpretación del 
artículo 94 anteriormente referenciado, En efecto, tal como se dedujo, el 
juez debe considerar las distintas circunstancias procesales que 

restringieron la actuación del interesado y que, por consiguiente, mal 
podrían atribuirse a este una consecuencia procesal en su contra.”.  
 
Esta inteligencia ha sido prohijada de antaño por esta Corte y 
reiterada en sentencia STC 10184 de 2019: “(…) La interrupción civil 
no se consuma con la mera interposición de la demanda, sino en el 

momento en el que se notifica al demandado, salvo que como lo ha 
señalado esta Corporación, “el retardo en notificar a éste no se deba a 
culpa del demandante por no haber realizado la actividad necesaria 
para que dicha notificación se efectuara, sino al demandado, por haber 
eludido esta, o al personal del juzgado encargado de hacerla, casos 
estos en los cuales la interrupción se entiende consumada con la 

presentación de la demanda.”.  
 
Similar posición adoptó dicha Corporación Civil en sede de casación 
(sentencia SC5680-2018). De igual manera, y en varios aspectos 
relativos al fenómeno prescriptivo de la acción cambiaria, en 

concatenación de los artículos 789 del C. de Cio, los artículos 2535, 
2539 del C. Civil, y el artículo 94 de la ley general procesal civil, hizo 
estudio el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca, 
en sentencia de fecha 26 de abril de 2022, al interior del radicado 

25290-31-03-002-2015-00571-00 con ponencia del Dr. Pablo Ignacio 
Villate Monroy.  

 
En este preciso evento, se tiene que, el título valor o letra de cambio 
asomada por la parte ejecutante tiene como fecha de creación el día 
31 de enero de 2018 y con fecha de exigibilidad para el día 31 de enero 
de 2019, luego los tres años vencieron el día 31 de enero del año 2022. 
La acción fue impetrada el día 10 de marzo de 2021. Hasta aquí la 

prescripción fue interrumpida por el aspecto o carácter civil. La orden 
de pago fue dada con fecha del 5 de abril de 2021 (PDF. 004), y su 
notificación por anotación en “estado electrónico” a la parte ejecutante 
se verificó el día 6 de abril de ese año 2021. Luego entonces el año que 
tenía la parte ejecutante para intimarle dicha orden de pago a los aquí 

ejecutados, inició su camino el día 7 de abril de 2021, venciéndose el 

día 7 de abril de 2022, ello por cuanto y como lo dice el artículo 94 
procesal general “Pasado este término, los mencionados efectos solo se 
producirán con la notificación al demandado.”.  Los efectos a que se 
refiere la norma no son otros que los fenómenos relativos a la 
prescripción y la caducidad. 

 
Como puede observase, la parte ejecutada al otorgar poder al 
profesional del derecho que los representa, fue notificado de dicha 
orden de pago el día 18 de abril de 2023 (PDF 010), y la única 
actuación de la parte ejecutante verificada con posterioridad a la 
introducción de la demanda, y relativa a comunicar a este Despacho 

respecto de la notificación a los demandados, se encuentra vertida en 
el PDF No 016, en la cual señala el apoderado judicial que los actos 

de notificación que realizó para enterar a los demandados, se surtió o 



quedó surtida (dijo) el día 17 de abril de 2023. Tal enteramiento al 

Juzgado, el apoderado judicial de la parte aquí ejecutante lo allegó con 

fecha del 8 de agosto del año próximo pasado (2023). 
 
Bajo el anterior panorama expedencial digital, se tiene entonces que, 
el actor no cumplió de manera oportuna con su carga procesal de 
notificar en el periodo de tiempo que la ley otorga (art. 94 C.G.P.), a 

sus demandados, razón por la cual, este medio exceptivo se configuró 
en el presente asunto, razón por la cual así se declarará con las 
consecuencias que ello apareja, que desembocarán en la propia 
finalización de este asunto; y de contera, ello permite a esta agencia 
judicial, de abstenerse de examinar si quiera loso profundo, el resto 
de medios exceptivos de mérito, en aplicación del inciso segundo del 

artículo 282 de la ley procesal general hoy vigente. 
 

Se dispondrá el levantamiento de la medida cautelar de embargo, y la 
parte ejecutante será condenada en costas conforme a la ley.  
 
Así las cosas, al demostrarse el acaecimiento de la prescripción 

alegada por la parte ejecutada, no queda otra alternativa que 
declararla, de contera sin revisar loso profundo los demás medios 
exceptivos formulados, para declarar la terminación del presente 
asunto, ordenando el levantamiento de las medidas cautelares 
decretadas y practicadas, condenando en costas a la parte ejecutante, 
señalando como agencias en derecho de conformidad con lo dispuesto 

en el Acuerdo PSAA16-10554, la suma de $12. 500.000, oo mcte.   
 
 En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE FUSAGASUGA, administrando Justicia en nombre de 
la república de Colombia y por autoridad de la Ley,  
 

 
RESUELVE 

 
 
PRIMERO: DECLARAR   probada la excepción de “prescripción” de 
la acción cambiaria respecto del título valor letra de cambio allegada 

por la parte ejecutante, con fecha de creación el día 31 de enero de 
2018, con fecha de vencimiento el día 31 de enero de 2019, aceptada 
por el señor LUIS EDUARDO OLIVARES LIS, en favor del señor 
CARLO EVELIO SALAZAR VILLA, por valor de $250.000.000,oo; y 

propuesta por la parte demandada, conforme a lo expuesto en la 
parte motiva.        

 

SEGUNDO:   Como consecuencia de lo anterior, DECLARAR 
terminado el presente proceso.  
 
TERCERO: ORDENAR el levantamiento de la medida de embargo 
materializada, y para ello, líbrense el oficio que corresponda con los 

insertos y anexos del caso, a la ORIP de Fusagasugá. Déjese 
constancia.  
 
CUARTO: CONDENAR en costas de esta instancia a la parte 
ejecutante, y en favor de la parte ejecutada. Como rubro de agencias 
en derecho, inclúyase la suma de $12.500.000,oo mcte. Liquídense 



por secretaría conforme a lo dispuesto en el artículo 366 del C. G. del 

P. 

 
QUINTO: Cumplido lo anterior y ejecutoriada la presente providencia, 
ARCHIVESE DEFINITIVAMENTE el expediente digital.  
 
La presente sentencia se notifica en estado electrónico y contra la 

misma procede el recurso de APELACIÓN. (arts. 295 y 321 del 
C.G.P.).  
 

 
 

Notifíquese. 

 

 

 

 

 

RENÉ OCTAVIO BARROSO ACEVEDO  

Juez 

 

 

 

 

Auto notificado por estado electrónico hoy 08/mar/2024  
 


